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a Comisión para los Derechos Humanos y la Ciudadanía (Codehciu) continúa monitorean-
do las violaciones al derecho humano a la vida en el estado Bolívar, una labor que inició en 
el año 2018 y que ha evidenciado arbitrariedades por parte de los organismos del Estado 
durante operativos de seguridad. La mayoría de estas víctimas son hombres jóvenes entre 
18 y 30 años, y en gran parte de los casos los familiares de estos han tenido que desmentir 

a la prensa presuntos enfrentamientos narrados por la fuente o�cial. Cabe destacar que el monito-
reo de la organización observa con inquietud cómo la mayoría de los medios de comunicación de 
la región, ya sea por falta de recursos, desconocimiento del periodismo con enfoque en derechos 
humanos, o la falta de acceso a la información pública por parte de los organismos encargados de 
garantizar la seguridad, basan las historias publicadas en portales digitales solo en lo narrado en 
los partes policiales. Esto obstaculiza no solo el derecho de los familiares de las víctimas a exigir 
justicia, también impide que el ciudadano lector pueda contrastar la información o�cial con la 
realidad humana de las presuntas ejecuciones extrajudiciales. El aumento de la violencia en el 
estado Bolívar ha signi�cado un potenciador de estos casos junto a la proliferación de grupos 
armados irregulares que tienen control de zonas mineras al sur de Venezuela. La Alta Comisionada 
de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Michelle Bachelet, en su informe oral sobre 
Venezuela expuesto el viernes 25 de septiembre, alertó que su o�cina registró más de 2.000 muer-
tes por operativos de seguridad en el país desde enero de 2020. El 16 de septiembre la Misión 
Internacional de Determinación de los hechos sobre la República Bolivariana de Venezuela publicó 
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un informe que narra múltiples delitos de lesa humanidad en el país. El documento responsabiliza 
al Estado y algunos funcionarios de violación sistemática de derechos humanos, y registró casos 
de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas, detenciones arbitrarias, torturas y otros 
tratos crueles, inhumanos o degradantes cometidos desde el 2014. Que las violaciones a los dere-
chos humanos sean sistemáticas quiere decir que tienen un propósito, un �n que en el contexto 
de Emergencia Humanitaria Compleja se concluye como más control sobre los ciudadanos, en la 
perseverancia del Estado en desmejorar la calidad de vida y sembrar la zozobra. La violencia, 
aunada a los paupérrimos servicios básicos como  la luz, agua potable, combustible, y el deterioro 
del sistema de salud pública, entorpecen el desenvolvimiento de los derechos de todos los ciuda-
danos, consagrados tanto en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, y en numerosos documentos internacionales 
como El Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos que en su artículo 6 destaca: “El 
derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la ley’’. 

Para complementar más este contexto de vulnerabilidad hacia los ciudadanos, cabe destacar 
que la organización Amnistía internacional, en su informe de 2018 sobre Venezuela y el derecho a 
la vida, titulado “Esto no es Vida”, puntualizó numerosas arbitrariedades violatorias de los dere-
chos humanos: “La magnitud del problema de la violencia que se re�eja en las altas tasas de homi-
cidios e índices delictivos ha representado una de las mayores preocupaciones de la población 
venezolana, lo cual amerita la necesidad de diseñar e implementar políticas públicas en esta 
materia”.  El informe de Amnistía Internacional además señala que el Estado venezolano ha imple-
mentado medidas represivas, con racionalidad bélica, para atender la situación de delincuencia, 
lo cual ha ocasionado graves violaciones a derechos humanos y en especial ejecuciones extrajudi-
ciales. Según la Fiscalía General de la República, entre 2015 y junio de 2017 se produjeron 8.292 
presuntas ejecuciones extrajudiciales en Venezuela. Una cifra alarmante para instancias interna-
cionales.
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Los 3 órganos con más presuntas ejecuciones
Tercer trimestre de 2020

Cicpc:

FAES:

Guardia 
Nacional:

13

10

7

presuntas ejecuciones 
extrajudiciales
entre enero y septiembre 
de 2020 en Bolívar

187
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Víctimas de la violencia

En publicaciones pasadas Codehciu alertó que durante los primeros seis meses del año 2020 
Bolívar registró 127 muertes potencialmente ilícitas o presuntas ejecuciones extrajudiciales. El 
tercer trimestre del año (julio, agosto y septiembre) sumó 60 víctimas, lo que hace un total de 
187 muertes potencialmente ilícitas entre enero y septiembre en el estado Bolívar. Durante el 
año 2019, Codehciu alertó sobre un total de 218 víctimas. Lo que quiere decir que el conteo de lo 
que va de 2020 representa en cantidad al menos el 85,8% de las víctimas del total del año pasado. 
En enero de 2020 Euclides Fajardo, de 32 años, fue ejecutado de dos balazos por las Fuerzas de 
Acciones Especiales (FAES) en San Félix, en Ciudad Guayana. Reportes de prensa explican que fami-
liares de la víctima contaron que los funcionarios llegaron a la vivienda y exigieron que saliera para 
quitarle la vida. Pero la información o�cial reseña un presunto enfrentamiento. Por otro lado, 
Froilán Báez, de 21 años, fue ejecutado por efectivos de las FAES en febrero. Reportes de prensa 
explican que los familiares de la víctima, que viven en Ciudad Guayana, en el sector El Roble, nega-
ron la versión de los funcionarios de un presunto enfrentamiento. El padre del joven narró que 
cuando ocurrió la ejecución la víctima se encontraba en su hogar junto a sus hermanas. Además, 
los vecinos alegan haber sido amedrentados por los funcionarios. Otro caso es el de José Robinson 
Figuera, una de las víctimas registradas, quien fue ejecutado, durante un presunto enfrentamiento, 
por la División de Inteligencia de la Policía del estado Bolívar (Diepeb) en el municipio Angostura 
del Orinoco. Reportes en julio narran que el hombre intentó “escabullirse” de los organismos de 
seguridad. Como ocurre en gran parte de los registros, solo se narró la versión o�cial. Pero no fue el 
caso de Wuilliam Gabriel Yépez, otra víctima, porque sus familiares desmintieron el presunto 
enfrentamiento de la versión de la Policía del Estado Bolívar (PEB).  Testigos contaron que Yépez, de 
18 años, fue llevado hasta el patio de su casa por los funcionarios de la PEB, donde lo ejecutaron 
con arma de fuego.

Muertes potencialmente ilícitas por municipios

B o l í v a r Caroní: 29

Angostura

del Orinoco: 18

El Callao: 8

Sifontes: 3

Piar: 2
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El Estado debe reparar a los 
familiares de las víctimas

Durante el tercer trimestre de 2020 (julio, agosto y septiembre) lo monitoreado por Codehciu 
registró que el municipio Caroní fue el más violento con 29 presuntas ejecuciones extrajudiciales. 
Le sigue de segundo lugar el municipio Angostura del Orinoco con 18 víctimas. Luego están El 
Callao con 8, Sifontes con 3 y por último Piar con 2. Los dos órganos ejecutores relacionados a más 
casos durante el tercer trimestre fueron el Cuerpo de Investigaciones Cientí�cas, Penales y Crimi-
nalísticas (Cicpc), que contabilizó 13, y las FAES con 10 presuntas ejecuciones; y de tercer lugar la 
Fuerza Armada Nacional Bolivariana / Guardia Nacional que contabilizó 7 víctimas. 

 El protocolo de Minnesota sobre la investigación de muertes potencialmente ilícitas expresa 
que en este tipo de violación de derechos humanos: “La muerte puede haber sido causada por 
actos u omisiones del Estado, de sus órganos o agentes, o puede ser atribuible al Estado, en viola-
ción de su obligación de respetar el derecho a la vida”.  Incluye, por ejemplo, todas las muertes 
posiblemente causadas por funcionarios de las fuerzas del orden u otros agentes del Estado; las 
muertes causadas por grupos paramilitares, milicias o “escuadrones de la muerte” sospechosos de 
actuar bajo la dirección del Estado o con su consentimiento o aquiescencia; así como las muertes 
causadas por fuerzas militares o de seguridad privadas en el ejercicio de funciones del Estado. Las 
violaciones al derecho humano a la vida en Venezuela se agudizan conforme pasan los años, 
y se sigue quebrando la democracia y la justicia en el país. Es importante que los organismos del 
Estado monitoreen estos casos e investiguen apropiadamente, como lo consagran la legislación 
venezolana y los protocolos internacionales. Codehciu exhorta al Estado Venezolano a reparar a 
los familiares de las víctimas de muertes potencialmente ilícitas y a garantizar la no repetición de 
estos hechos. 

Foto: NTN24
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